
Por Iván Ríos Benítez.
A PROPÓSITO DE LAS INFRACCIONES ADMINISTRATIVAS Y LA APLICACIÓN DEL CÓDIGO PENAL AL INSTITUTO DE LA “PRESCRIPCIÓN”
ARGUMENTACIONES A FAVOR DE APLICAR EN PRIMER TÉRMINO LA NORMATIVA LOCAL, CUANDO FUERE RAZONABLE.
Introducción.
La presente ponencia expone argumentos, a manera de ensayo, sobre la aplicación prioritaria de la normativa local en cuanto a prescripción de las “sanciones administrativas”, pero considerando como guía necesaria y pauta de interpretación, y de aplicación, a la legislación de fondo. 

La postura que se expone es cercana a la expuesta por el Dr. Rosatti en “Alpha Shipping S.A.” (CSJ 1897/2018/RH1), pero no es igual.
Se anota, al margen, que el tema fue expuesto por el autor del presente en el año 2021, en el ámbito del “Observatorio de Jurisprudencia de Derecho Penal Tributario – jurisprudencia desgranada por los jóvenes”, dirigida por el Dr. ALVAREZ ECHAGÜE.
Desarrollo. 
I. Exposición de “argumentos”.
Se empieza con algunas preguntas guía en el razonamiento. 
1) Qué ocurre con la normativa local sobre prescripción cuando hay una infracción local y una sanción correspondiente, por ejemplo una aplicada por un Tribunal de Faltas Municipal, “una multa por infracción a normative municipal”?.
Y complementando a la anterior, se supone que esta infracción se encuentra regulada en algunos de sus aspectos por la legislación local (por ejemplo los plazos de prescripción), pero otros no (por ejemplo su inicio para el cómputo)? Cuál es la legislación subsumable, entonces, para regular la prescripción de esas infracciones?
En la ciudad de Corrientes, por caso, la Ordenanza N° 3588/2000, “Código de Procedimientos de Faltas” de la Municipalidad de la Ciudad de Corrientes, establece en sus artículos 20 y 21 los plazos de prescripción para las obligaciones nacidas de determinadas faltas.
Transcribo, para mayor aclaración, el párrafo correspondiente. El “Título I” de la citada ordenanza, “Capítulo V”, determina: 
“(…) EXTINCION DE ACCIONES Y PENAS ART. 20°: La acción y la pena se extinguen: a) Por la muerte del imputado o condenado. b) Por la prescripción. c) Por el perdón. d) Por la amnistía (…) ART. 21°: La prescripción opera: a) al año para la acción por falta leve. b) a los dos años para la acción por falta grave. c) a los dos años para las sanciones. Sobre éstas opera aunque no haya sido notificada la sentencia. En todos los casos, la prescripción se interrumpe por la comisión de una nueva falta de la misma naturaleza, por la secuela del juicio contravencional, ejecutivo o judicial. La prescripción se declarará de oficio aunque el imputado no la hubiere opuesto. (…)”.
En casos como el propuesto, en los aspectos donde no hay normativa local subsumible en la materia infraccional para regular el caso, como en cuanto al inicio del cómputo de la prescripción, se aplica el Código Penal (en adelante CPN), porque se hace referencia a una “multa por infracción”, a “una sanción”. 
Hay abundante jurisprudencia de la CSJ que determina que este tipo de sanciones contravencionales tiene naturaleza penal, por lo que las garantías y principios aplicables son los de tal Código de Fondo; el Código de Fondo aplicable en primer término, ante la ausencia de la legislación local, es el CPN.
Sobre la naturaleza de las infracciones, y las garantías que les son aplicables, argumenta Juan J. Zomoza Pérez en relación a uno de los principios penales, lo siguiente: “(…) sostiene que la presunción de inocencia debe estar presente en cualquier género de procedimiento administrativo sancionador. (…)”. (GÓMEZ, 2000, pág. 242). Se agrega que la presunción de inocencia es un principio propio del CPN.
Que en esta línea referente a que las contravenciones tienen carácter penal, la CSJ dijo, por ejemplo, que a las infracciones es de aplicación el principio de personalidad y culpabilidad de la pena en “Parafina del Plata S.A.” (Fallos 271:297 del 2/09/68), también se cita a “Uzandizaga Perrone y Juliarena” (Fallos: 287:74), donde además afirmó la Corte que las infracciones y sanciones tributarias integran el derecho penal especial, y que les son aplicables las disposiciones generales del Código Penal, salvo disposición expresa o implícita en contrario. 
En fallos 192:229, 200:495 y 205:173, analizó a los principios de personalidad de la pena, de culpabilidad, y determinó que no existen diferencias esenciales, sino de grado, entre las infracciones y los delitos; además la CSJ en otros fallos de antigua data siguió determinando que le son aplicables a las normas tributarias los principios generales del Derecho Penal (Fallos 217:258 y 237:704).
Esta es una línea de interpretación prácticamente uniforme de la CSJ; otro caso es “WORTMAN, JORGE ALBERTO - CSJN - 8/6/1993”, donde la CSJ habló sobre el principio de personalidad de la pena en Infracciones Formales. (Wortman, Jorge Alberto y otros s/ apelación - clausura (Dirección General Impositiva), W. 6. XXIV, 08/06/1993, Fallos: 316:1313). 

La CSJ en otra caso estableció : 
“(…) 9°) Que tampoco es óbice la aplicación de Ias mencionadas garantías la circunstancia de que Ias sanciones como Ias aplicadas por el Banco Central en el caso de autos hayan sido calificadas por la jurisprudencia de esta Corte como de carácter disciplinario no penal (Fallos: 275:265; 281:211, entre otros), pues en el mencionado caso "Baena" la Corte Interamericana -con apoyo en precedentes de la Corte Europea- aseveró que la justicia realizada a través del debido proceso legal "se debe garantizar en todo proceso disciplinario, los Estados no pueden sustraerse a esta obligación argumentando que no se aplican Ias debidas garantías del art. de la Convención Americana en el caso de sanciones disciplinarias no penales, pues admitir esa interpretación "equivaldría dejar a su libre voluntad la aplicación o no del derecho de toda persona a un debido proceso" (caso "Baena", párrafo 129). (…)”. (LOSICER JORGE ALBERTO Y OTROS c/ BCRA RESOL 169/05 (EXP. 105666/86 SUM FIN 708 s/ L. 216. XLV. REX 26/06/2012, Fallos: 335:1126).

En el párrafo anterior al expuesto por la CSJ en “Losicer”, el “N° 128, del citado caso Baena”, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante CIDH) expresó: 
“(…) La Corte Europea se ha pronunciado sobre este tema, señalando que: … los principios enunciados en el párrafo 2 (art. 6-2) y 3 (a saber los incisos a, b y d) [... de la Convención Europea de Derechos Humanos], se aplican mutatis mutandis a los procesos disciplinarios a los que se refiere el inciso 1 (art. 6-1) de la misma forma en que se aplican a los casos en que una persona es acusada por una infracción de carácter penal. (…) cfr., inter alia, Eur. Court. H.R., Albert and Le Compte judgment of 10 February 1983, Series A no. 58, para. 39 (…)”. (CIDH, 2001).

En esa causa de la Corte Europea que cita la CIDH, no se expidió concretamente sobre la naturaleza penal de las infracciones, pero dijo que les son aplicables al procedimiento, las mismas garantías penales del debido proceso expuestas en los artículos citados de la Convención Europea de Derechos Humanos.
Así queda aclarado que se está en el ámbito de la materia penal cuando hay infracciones locales, y sanciones, también locales, impuestas, conforme a los antecedentes reseñados.                                                


Ahora bien, al expediente administrativo en el que se tramita la infracción aplicada por el ente local, le resultará, además, aplicable la regulación administrativa correspondiente, el Código de Procedimientos Administrativos, con lo que, si tal código expone, por ejemplo, que los plazos de prescripción quedan suspendidos mientras tramitan se tramitan las actuaciones, esa normativa es la que rige a esas actuaciones administrativas. 
Siguiendo con estas argumentaciones en aras de la posición que se expone en esta ponencia, al solo fin del debate y mayor análisis de las cuestiones propuestas, se razona que para analizar el comienzo del cómputo de la prescripción, no habiendo disposición alguna en la normativa local, por ejemplo en la Ordenanza N° 3588/00 de la Municipalidad de la Ciudad de Corrientes, que se tomó como parámetro en este escrito, será subsumible el CPN; su artículo 66 determina: 
“(…) La prescripción de la pena empezará a correr desde la medianoche del día en que se notificare al reo la sentencia firme o desde el quebrantamiento de la condena, si ésta hubiese empezado a cumplirse (…)”.
Y para el plazo de prescripción, tomando nuevamente a la ordenanza que se expuso de la ciudad de Corrientes, será de aplicación el artículo 21 inciso c) de la ordenanza 3588/00, que regula un plazo de prescripción, el de 2 (dos) años. 
Ese Código de Faltas que establece el plazo de 2 (dos) años previstos como plazo de prescripción de la acción y de las penas, Ordenanza N° 3588/00 (artículos 20 inc. b), y 21 inc. c), consigue, por subsunción de tal artículo 20 inc. b), la extinción de la acción y de la pena. 

Se hace una digresión. Otra cuestión no menor a considerarse en las infracciones administrativas, porque suele ocurrir, es el plazo irrazonable que en ocasiones transcurre en las actuaciones administrativas desde la fecha del acta de infracción, por ejemplo, hasta el inicio de una demanda judicial. 
Cuando se tardan largos años, por ejemplo, 8 años, para reclamar vía judicial el pago de la multa incumplida, incluso en casos donde la multada no litiga en las actuaciones administrativas, entonces puede ser de aplicación lo dicho por la CSJ, que tiene dicho en la causa “Fiszman”, (Fallos: 332:1492), lo siguiente: 
“(…) La prosecución de un pleito inusualmente prolongado -máxime si tiene naturaleza penal- conculcaría el derecho de defensa del recurrente en tanto debe reputarse incluido en la garantía de defensa en juicio consagrada en el art. 18 de la Constitución Nacional el derecho de todo imputado a obtener -después de un juicio tramitado en legal forma- un pronunciamiento que, definiendo su posición frente a la ley y a la sociedad, ponga término del modo más rápido posible, a la situación de incertidumbre de innegable restricción que comporta el enjuiciamiento penal (in re "Mattei", Fallos: 272:188) (…)
Precisamente fue en la causa Egea donde se afirmó que cualquiera sea el criterio que se adopte respecto de la suspensión del curso de la prescripción la duración del proceso penal por [en el caso] casi dos décadas, viola ostensiblemente las garantías del plazo razonable de proceso y del derecho de defensa (…)”. (FISZMAN Y COMPAÑIA S.C.A. c/ DIRECCION GENERAL IMPOSITIVA s/RECURSO, F. 24. XLIV. RHE 23/06/2009, Fallos: 332:1492). Esta causa refería a multa por infracción del artículo 46 de la ley 11683; allí habían transcurrido casi dos décadas.
El “plazo razonable de duración del proceso penal” está garantizado por las Tratados Internacionales sobre Derechos Humanos, artículo 75 inc. 22 CN, a saber, en la “Convención Americana de Derechos Humanos”, “Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre”, “Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos”.
Se transcribe también lo siguiente, en relación a lo expuesto en el párrafo anterior: “(…) el art. 7.5 de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH) establece que (…) art. 8.1. consagra que “toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable” (…) el art. 14.3 C del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCYP) establece “durante el proceso, toda personal acusada de un delito tendrá derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: a ser juzgada sin dilaciones indebidas (…)” (Carlos A. CHIARA DÍAZ, Carlos M. FOLCO, 2012, págs. 437 y 438)
Ahora se vuelve al desarrollo principal; se transcribe:
“(…) sostenemos un enfoque de unidad del derecho  y, a la vez, la especificidad del Derecho Tributario a que refirió la Corte Federal en el  precedente "Lorenzo Larralde" (Fallos 243-989), reafirmando la necesidad de adoptar un régimen compatible con las características del gravamen, que no es otro que el  previsto en la norma tributaria local en la medida que guarde la necesaria razonabilidad, ya que si se aparta extremadamente de los plazos establecidos en la ley de fondo sería inconstitucional siempre y cuando agravie los derechos de los  contribuyentes (GARCIA BELSUNCE, Horacio, "Temas de derecho tributario. La autonomía del derecho tributario frente a la legislación tributaria provincial", ps. 60 y ss), argumento que, en rigor de verdad, es aplicable no sólo a los impuestos locales, sino a todas las contribuciones fiscales e incluso a todos los actos estatales (…)”. (Sentencia N° 2 del 04 de febrero del 2020 del Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Corrientes (en adelante STJ), en autos caratulados: "FISCO DE LA PROVINCIA DE CORRIENTES C/ PANOZZO ZENERE NORA LUCIA S/ APREMIO", expediente N° 93259/13).
El enfoque expuesto se enmarca en tomar a la “unidad del Derecho”, y a la “especificidad del Derecho sancionador municipal, para seguir con el ejemplo anotado, el determinado por la Ordenanza N° 3588/00”, y es la visión que sigue el STJ de la Provincia de Corrientes, en el fallo que se mencionó en anterior párrafo.  
Mientras que la normativa municipal no sea irrazonable, y en ese caso porque sus plazos de prescripción coinciden con los determinados por el Código de Fondo, resulta aplicable. Del CPN ver artículos 59, inc. 3, 62, inc. 5, 65, inc. 4, en correlación con los artículos 20 inc. b), y 21 inc. c), de la Ordenanza N° 3588/00.
Del federalismo. HERNÁNDEZ, quien fuera Convencional Constituyente de 1994, comenta: “(…) Con relación al fortalecimiento del federalismo, afirmamos nuestro especial acuerdo con las decisiones del poder constituyente que tuvimos el honor de integrar (…)” (HERNÁNDEZ, 2019, pág. 43)

De la razonabilidad. Del artículo 28 CN: “(…) La razonabilidad exige que exista una adecuada proporción y aptitud entre el medio escogido por la ley y la finalidad que persigue, que debe preservar el valor “justicia”, a cuyos efectos la norma jurídica debe conformarse con los principios filosóficos, políticos, sociales y religiosos a los cuales se considera ligada la existencia de la sociedad (…)”  (SPISSO, 2000, página 254). 

De los jueces. Hoy asistimos a un “redimensionamiento” del rol de los jueces. (NÉSTOR A. CAFFERATTA, 2019), porque la función que cumplen es esencial, son más importantes que en épocas pasadas; el mundo que se vive es muy dinámico, cambiante, con problemas locales, nacionales, y globales, en interacción constante. 
En conclusión. 

Lo que surge de los argumentos expuestos es que lo que debe prevalecer es la legislación local en tanto fuera razonable, y en el caso el test de razonabilidad puede estar dado en que coincide la legislación local con la legislación de fondo aplicable, que resulta el CPN.  

La reforma Constitucional del ’94, entre una de sus “mega finalidades” decidió fortalecer al federalismo; entonces la pregunta es: por qué hacer prevalecer una normativa nacional, por sobre una local, dictada por la propia comunidad para regularse, cuando la misma sea razonable?.

Y en cuanto a la razonabilidad, por qué no dejar a los Jueces, actores importantísimos en la actualidad, resolver los problemas que surgen de la aplicación de la normativa local; acaso el Constituyente del ´94 no lo quiso así?. Además, no resulta garantía suficiente que existan varias instancias, locales, y federales, para resolver los conflictos que se pudieran suscitar.? 

Estas y otras preguntas más pueden surgir, pero de la ponencia expuesta surge que una interpretación más federal, (de descentralización), de la CN, puede ser viable, y además es lo que decidió el Constituyente del ´94 para resolver problemas diversos del país a esa fecha.
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